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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2017-00079-01 
Referencia: 
Consulta incidente de desacato

Accionante: 

Edgar Vargas Vargas


Accionados: 
Dirección de Gestión Social y Humanitaria y Dirección de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Victimas 
	
	


Pereira, dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 24 de 16-03-2018
En virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se procede a resolver el grado jurisdiccional de consulta frente al auto proferido el 04-08-2017 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual sancionó a los señores Ramón Alberto Rodríguez Andrade y Altus Alejandro Baquero Rueda, Director de Gestión Social y Humanitaria y Director de Reparación, respectivamente, ambas de la UARIV.

ANTECEDENTES

1. El 30-03-2017 informó el accionante el incumplimiento del fallo de tutela, que ordenó a los accionados procedan a resolver de fondo la petición del 05-01-2017.
2. La Jueza de primer nivel, mediante auto del 21-04-2017 requirió al Director de Gestión Social y Humanitaria y al Director de Reparación, ambos de la UARIV, para que den cumplimiento a la sentencia de tutela proferida el 28-02-2017, quienes en el término guardaron silencio. 

3. Por auto del 17-05-2017, se ofició al representante legal de la UARIV, Alan Jara, para que se sirva hacer cumplir la sentencia de tutela e inicie u ordene iniciar el procedimiento disciplinario, quien también guardo silencio.
4. Luego de efectuar los respectivos requerimientos, para el cumplimiento de la sentencia y ante el silencio, se dio apertura al incidente de desacato el 11-07-2017 contra los señores Ramón Alberto Rodríguez Andrade y Altus Alejandro Baquero Rueda,  Director de Gestión Social y Humanitaria y Director de Reparación de la UARIV o quienes hagan sus veces.
5. Auto objeto de consulta. El 04-08-2017 el Juzgado sancionó a los señores Ramón Alberto Rodríguez Andrade y Altus Alejandro Baquero Rueda, Director de Gestión Social y Humanitaria y Director de Reparación de la UARIV y a Alan Jara como representante Legal de la misma, con multa de cinco SMLMV, por no pronunciarse de fondo sobre el derecho de petición, con las correcciones necesarias y priorizando la entrega de la ayuda humanitaria y la inclusión en los programas de restablecimiento económico.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

¿Los sancionados han dado cumplimiento al fallo de tutela? 
2. Fundamentos de la decisión

La Corte Constitucional ha señalado, que en el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el ordenamiento jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que son pecuniarias y privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991, la que en todo caso debe ser consultada con el superior jerárquico.

Los aspectos de fondo a resolver en el trámite incidental de desacato, a voces de la reiterada doctrina constitucional
 son: “El ámbito de acción del juez, definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”
. De existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”
.

3. Caso Concreto 
Descendiendo al caso bajo examen se observa que la Jueza de primer nivel mediante sentencia proferida el 28-02-2017, tuteló el derecho fundamental de petición y mínimo vital y ordenó a las Direcciones de Gestión Social y Humanitaria, y de Reparaciones, que dentro del término de ocho (8) días proceda a resolver de fondo la petición incoada por el actor el 05-01-2017, “esto es la evidencia de que se hizo efectiva la corrección de su núcleo familiar en el sistema conforme lo soporta el accionante y dándole cuenta además de la ayuda humanitaria al que en concreto tiene derecho”. (fls. 23 al 24). 

Orden que al momento de iniciar el trámite incidental no se había cumplido, como se desprende del silencio de las accionadas, y del escrito del actor de 30-03-2017; lo que dio lugar a imponer la sanción al satisfacerse los requisitos objetivo y subjetivo.

No obstante, una vez sancionados los accionados, y mucho tiempo después, allegaron escrito donde manifiestan que mediante comunicación Nº 201772033658111 de 19-12-2017 dieron respuesta a la petición presentada, la que fue notificada, y donde se dispuso otorgarle al señor Vargas Vargas, la ayuda humanitaria por subsistencia mínima, a través de 3 giros.

Adicionalmente esgrimió que respecto de la conformación del hogar inscrito en el Registro Único de Víctimas, el mismo lo está como se hizo la declaración y por ello se entrega la ayuda al hogar que aparece reportado; como anexos de la respuesta, envió copia de la declaración donde aparece el nombre de “Oscar Vargas Vargas”, incluido dentro del hogar de “Belén Cerquera Montilla” en su condición de “esposo/compañero”, certificado que sustenta la misma y copia de la resolución por medio de la cual le reconoce la ayuda humanitaria.
Quien firma la aludida respuesta es la Dirección de Gestión Social y humanitaria y la de Registro y gestión de la información (fls. 47 a 54).

Sin embargo, el reconocimiento que se hizo bajo la Resolución Nº 06001120171714085 de 12-12-2017, por medio de la cual se decide sobre la solicitud de atención humanitaria de parte de la Dirección de Gestión Social y Humanitaria, se dice en la parte resolutiva que el pago de la atención humanitaria de emergencia se ordena al señor “Edgar Vargas Vargas en nombre del hogar”; y en la parte motiva que una vez validada la conformación del hogar, se encontró que el hogar objeto de medición está conformado por “Edgar Vargas Vargas y por María Libia Alzate Ospina”, hogar del que alega hoy el accionante es su verdadero hogar.
De tal manera que al contrastar lo ordenado en el fallo de tutela, con lo allegado por las accionadas, que se encuentran debidamente notificadas (fl.49), se tiene que satisficieron la orden judicial de manera parcial, pues si bien le reconocen y ordenan el pago de una ayuda humanitaria en favor del actor, la respuesta no es de fondo, clara y congruente respecto de la solicitud de corrección de su núcleo familiar, en la medida en que el argumento dado por las accionadas no es acorde con lo que refleja la declaración, teniendo en cuenta que el señor Edgar Vargas Vargas que aparece en ella, tiene como número de identificación “8.233.057” y el accionante “12.224.478”, lo que a simple vista denota que estamos ante un caso aparentemente de homonimia que le correspondía a las accionadas haber esclarecido, para de esta forma brindarle una respuesta clara y de fondo al accionante en relación con este aspecto y que omitió el Juzgado de primer nivel advertirlo.
Ahora, como no lo hicieron, no le queda más a la Sala que confirmar la sanción al no estar satisfecho el requisito subjetivo, sin embargo, al haber cumplimento parcial, se reducirá la multa impuesta a 1 SMLMV respecto de los señores Ramón Alberto Rodríguez Andrade y Altus Alejandro Baquero Rueda, Director de Gestión Social y Humanitaria y Director de Reparación, respectivamente.
Debiendo llamar la atención en cuanto a que las sanciones que establece el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 para el desacato son arresto y multa de manera concurrente, sin embargo, por ser consulta no hay lugar a modificar la impuesta. 
Por el contrario, no ocurre lo mismo con la sanción dada al Representante Legal de la UARIV Alan Edmundo Jara Urzola, teniendo en cuenta que al momento de ordenar el inicio del desacato, éste no fue incluido, y a pesar de ello, lo notificaron, lo que da lugar a anular su sanción para que con respecto a él se rehaga la actuación..
Finalmente se exhortará al Juzgado para que realice con mayor celeridad el trámite de incidente, habida cuenta que se observó en el caso concreto, dejó transcurrir desde el auto que dio apertura y la decisión del desacato, más de diez (10) días hábiles, término que ha dispuesto el Órgano de cierre constitucional en Sentencia C-367/2014 para este tipo de asuntos, lo que a voces va en contravía del procedimiento preferente y sumario de los trámites constitucionales.

CONCLUSIÓN
Colofón, se modificará la decisión parcialmente en lo que tiene que ver con la sanción, y se declara la nulidad de la sanción del representen legal de la UARIV. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, LA SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA,

RESUELVE
PRIMERO: MODIFICAR PARCIALMENTE los numerales 1 y 2 del auto objeto de consulta, respecto a la sanción de los señores Ramón Alberto Rodríguez Andrade y Altus Alejandro Baquero Rueda, Directores de Gestión Social y Humanitaria y Reparaciones de la UARIV para reducirla a un (1) SMLMV, y declarar la NULIDAD de la sanción de Alan Edmundo Jara Urzola como Director General de la misma entidad, por las razones antes expuestas. 

SEGUNDO: ADVERTIR al Juzgado de primera instancia para que realice con mayor celeridad el trámite de incidente, habida cuenta que se observó en el caso concreto, dejó transcurrir desde el auto que dio apertura y la decisión del desacato, más de diez (10) días hábiles, término que ha dispuesto el Órgano de cierre constitucional en Sentencia C-367/2014 para este tipo de asuntos, lo que a voces va en contravía del procedimiento preferente y sumario de los trámites constitucionales.

CUARTO: NOTIFICAR: esta decisión por el medio más expedito a las partes.

QUINTTO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen, en firme esta providencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABAR                                    Magistrado                                                             Magistrado   
�CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-343 del 05-05-2011. M.P: Humberto Antonio Sierra Porto.


�CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias T-553 del 18-07-2002. M. P. Alfredo Beltrán Sierra y T-368 del 08-04-2005. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1113 del 28-10-2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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